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Introducción

1. En sus resoluciones 43/164, de 9 de diciembre de 1988,
y 44/32, de 4 de diciembre de 1989, relativas al proyecto
de código de crímenes contra la paz y la seguridad de la
humanidad, la Asamblea General invitó a la Comisión de
Derecho Internacional a que continuase su labor de ela-
boración del proyecto de código de crímenes contra la paz
y la segundad de la humanidad, y pidió al Secretario Ge-
neral que siguiese recabando las opiniones de los Estados
Miembros acerca de las conclusiones que figuran en el in-
ciso i) del apartado c del párrafo 69 del informe de la Co-
misión sobre su 35.° período de sesiones1.

1 El inciso i) del apartado c del párrafo 69 dice como sigue

«c) Por lo que respecta a la aplicación del código
»i) Como algunos miembros de la Comisión estiman que un có-

digo que no vaya acompañado de sanciones, y de una juris-
dicción criminal competente, sena inoperante, la Comisión
pide a la Asamblea General que precise si su mandato con-
siste también en elaborar el estatuto de una jurisdicción cri-
minal internacional competente para los individuos,»

(Anuario 1983, vol II [segunda parte], pag 17)

2. En cumplimiento de las resoluciones mencionadas
supra, el Secretario General, en sus notas fechadas el 28 de
febrero de 1989 y el 15 de febrero de 1990, solicitó las opi-
niones de los Estados Miembros acerca de las conclusio-
nes a que se alude supra.

3. Las respuestas recibidas de conformidad con la reso-
lución 43/164 figuran en un informe que el Secretario Ge-
neral presentó a la Asamblea General en su cuadragésimo
cuarto período de sesiones2.

4. Las respuestas recibidas con posterioridad a la distri-
bución de ese documento serán incorporadas al informe
pertinente que el Secretario General presentará a la Asam-
blea General en su cuadragésimo quinto período de sesio-
nes. Entre esas respuestas, se reproducen a continuación
las recibidas de los gobiernos de ocho Estados Miembros
antes del 15 de junio de 1990.

2 El informe (A/44/465) contenía las respuestas de los gobiernos de los
siguientes Estados Miembros Brasil, Finlandia, Jamahinya Arabe Libia y
Suecia
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26 Documentos del 42.° período de sesiones

Argentina

[Original español]
[23 de abril de 1990]

En relación al párrafo 3 de la resolución 44/32 de la
Asamblea General, el Gobierno argentino considera pre-
maturo que la Comisión de Derecho Internacional exa-
mine la cuestión del establecimiento de un estatuto cri-
minal internacional competente para los individuos. Al
respecto, expresa que el examen de dicha cuestión debería
abordarse una vez que haya sido resuelta la definición de
los delitos y sanciones de un sistema penal internacional.

Australia

[Original ingles]
[7 de mayo de 1990]

Aunque no se le oculta que la Comisión de Derecho In-
ternacional ha de hacer frente a un gran volumen de tra-
bajo, Australia es partidaria de que siga examinando la
propuesta de creación de un tribunal internacional que
conozca de los crímenes contra la paz y la seguridad de la
humanidad. Esta opinión es coherente con el apoyo pres-
tado por Australia a las resoluciones 44/32 y 44/39 de la
Asamblea General, con su constante esfuerzo por mejorar
el interés y pertinencia de la labor de la Comisión y con
su reconocimiento de las presiones a que crímenes graves,
como el tráfico internacional de estupefacientes, someten
a los sistemas judiciales de los pequeños Estados. El estu-
dio de las dificultades prácticas que entraña la puesta en
funcionamiento del tribunal internacional propuesto re-
queriría, a juicio de Australia, que la Comisión examinara
finalmente el alcance del estatuto por el que se cree una
jurisdicción penal internacional competente para los in-
dividuos. Así pues, Australia considera que el mandato de
la Comisión debe entenderse que abarca la redacción de
ese estatuto.

Bélgica

[Original francés]
[10 de mayo de 1990]

En respuesta a la petición del Secretario General, for-
mulada en cumplimiento del párrafo 3 de la resolución 44/
32 de la Asamblea General sobre el proyecto de código de
crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad, en
la que solicitó ser informado de las opiniones del Go-
bierno belga sobre las conclusiones formuladas en el in-
ciso i) del apartado c del párrafo 69 del informe de la Co-
misión de Derecho Internacional sobre su 35.° período de
sesiones, el Representante Permanente de Bélgica tiene el
honor de remitirse a la respuesta comunicada por su Go-
bierno el 7 de julio de 1988, que la Asamblea General tuvo
ante sí en su cuadragésimo tercer período de sesiones1.

La respuesta es del tenor siguiente:
1 El Código de crímenes contra la paz y la segundad de la humanidad
no se podra aplicar eficazmente sino en la medida en que una organiza-
ción judicial internacional pueda sancionar el incumplimiento de las nor-

Vease A/43/525

mas de dicho Código En ese contexto, la Convención para la prevención
y la sanción del delito de genocidio, en su articulo 6, prevé que las per-
sonas acusadas de genocidio serán juzgadas ante la corte penal internacio-
nal que sea competente Sin duda el principio de sanción universal, con-
sagrado en numerosas convenciones internacionales, permite atenuar en
cierta medida la falta de una jurisdicción penal internacional Sm em-
bargo, cabe reconocer que el principio de la sanción universal no cons-
tituye la solución ideal en materia de crimen internacional por dos mo-
tivos

2 En pnmer lugar, porque la sanción universal ha tropezado siempre
con cierta oposición por el hecho de que convierte a los tribunales nacio-
nales en jueces de la conducta de gobiernos extranjeros Ademas, porque
es lógico que un crimen que atenta contra el orden internacional como
tal, se someta a una jurisdicción que es expresión y garante de ese orden
internacional Por lo tanto, es indispensable que se incluya en el mandato
de la Comisión de Derecho Internacional la creación de una jurisdicción
penal internacional

Malí

[Original francés]
[15 de febrero de 1990]

1. Desde la primera guerra mundial, la comunidad in-
ternacional ha experimentado la necesidad de elaborar un
código penal internacional y de establecer una jurisdic-
ción penal internacional, pero, para concretar el proyecto,
fue preciso esperar la conclusión de la segunda guerra
mundial, cuando en Nuremberg se enjuició a criminales
de guerra por primera vez en la historia.

2. Las Naciones Unidas están enfrascadas todavía en la
elaboración de un proyecto de código de crímenes contra
la paz y la seguridad de la humanidad. Tras un aplaza-
miento de varios años de los trabajos sobre este tema, la
Asamblea General ha invitado de nuevo a la Comisión de
Derecho Internacional a ocuparse de la cuestión de saber
si existe o no un orden jurídico internacional, es decir, in-
tereses cuya salvaguarda no incumbe a los países única-
mente, sino a toda la humanidad.

3. Tal es el caso de los problemas planteados por la con-
taminación del medio ambiente (destrucción de la capa de
ozono, desechos tóxicos). Es un hecho reconocido que el
medio ambiente tiene utilidad pública y que, por ende, su
protección incumbe a la comunidad internacional. De
igual manera, es preciso proteger todas las civilizaciones,
sin distinción. En momentos en que se habla de naciones
civilizadas, no puede haber lugar para la esclavitud, la co-
lonización, el predominio de una raza sobre otra, ni para
las guerras hegemónicas que constituyen la negación de la
paz y la seguridad internacionales, y son incluso crímenes
contra la humanidad.

4. Corresponde a la Comisión enumerar y tipificar en un
código los hechos cuya perpetración afectaría la paz inter-
nacional, constituyendo así crímenes que competen a una
jurisdicción penal internacional. Pero, por elogiables que
sean los objetivos de esta labor de codificación, seguirán
siendo un tanto indefinidos en la medida en que no exista
realmente una jurisdicción penal internacional y habida
cuenta del hecho de que muchos autores de crímenes in-
ternacionales son Jefes de Estado o de Gobierno que, de-
bido a su condición, escapan a la justicia de su país. Por el
momento, estos dirigentes políticos sólo son objeto de de-
nuncias ante la opinión pública internacional. Como esa
denuncia no es suficiente, suelen imponerse injustamente
sanciones contra sus países.
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5. La creación de una jurisdicción penal internacional
tiene el objeto de permitir que se procese y condene a los
individuos de cualquier condición que cometan algún cri-
men contra la paz y la seguridad de la humanidad.

6. Tal proyecto tendrá inevitablemente repercusiones
sobre la legislación interna, la cual deberá ajustarse a las
disposiciones aprobadas en materia penal por la comuni-
dad internacional.

7. Teniendo en cuenta lo que antecede, el Gobierno de
Malí es partidario de que se conceda un mandato a la Co-
misión de Derecho Internacional para que ésta elabore el
proyecto de estatuto de una jurisdicción penal interna-
cional.

Trinidad y Tabago

Nigeria

[Original ingles]
[25 de abril de 1990]

Nigeria estima que es algo prematuro que la Comisión
de Derecho Internacional estudie ahora la elaboración de
un estatuto. Sigue habiendo aún muchas cuestiones sin re-
solver en el sistema penal internacional relativas a la defi-
nición de las infracciones y las penas derivadas de esas in-
fracciones. La Comisión debería acelerar sus trabajos a fin
de que la definición de las infracciones penadas por el pro-
yecto de código concluya a su debido tiempo. Tan pronto
como se haya finalizado el proyecto de código se podrá es-
tudiar la cuestión del estatuto de un tribunal penal inter-
nacional para los individuos.

Noruega

[Original ingles]
[29 de mayo de 1990]

En opinión del Gobierno noruego, la determinación
del alcance del mandato de la Comisión de Derecho Inter-
nacional en lo que concierne a la elaboración del estatuto
de una jurisdicción penal internacional con competencia
respecto de los individuos debe aplazarse hasta que se ha-
yan aclarado más las cuestiones de fondo que este tema
plantea.

Singapur

[Original inglés]
[3 de mayo de 1990]

[Original ingles]
[30 de abril de 1990]

1. Trinidad y Tabago ha apoyado siempre la elaboración
y adopción por los Estados de un código de crímenes con-
tra la paz y la seguridad de la humanidad. Ese código, una
vez aceptado por los Estados, constituirá un importante
instrumento jurídico internacional en el que se enuncia-
rán los crímenes más peligrosos que agitan la conciencia
de los Estados y perturban la paz y la seguridad interna-
cionales.

2. Ciertos crímenes han adquirido carácter transnacio-
nal, lo que por desgracia coarta gravemente a los Estados
para luchar con eficacia contra tales crímenes cuando ac-
túan dentro de los límites de su jurisdicción interna. Los
actos de genocidio, la tortura, los crímenes contra los
agentes diplomáticos, el mercenarismo, el terrorismo y el
tráfico ilícito de estupefacientes a través de las fronteras
internacionales constituyen graves amenazas contra la in-
tegridad de los Estados y pueden socavar su estabilidad,
seguridad y desarrollo.

3. La creación de una jurisdicción penal internacional y
un tribunal penal internacional para juzgar a los indivi-
duos acusados de cometer tales crímenes fue una idea que,
en general, abrigaron jurisconsultos y organizaciones no
gubernamentales hasta la segunda guerra mundial. A raíz
de la constitución del Tribunal Militar Internacional de
Nuremberg, en 1946, se pensó en hacer extensiva la juris-
dicción de un tribunal penal internacional a los indivi-
duos acusados de violaciones de ciertas normas de dere-
cho internacional, especialmente en esferas como los
crímenes de guerra, el genocidio y otras infracciones que
podían perturbar la paz internacional.

4. Con los auspicios de la Asamblea General se forma-
lizó en 1951 un proyecto de estatuto para una jurisdicción
penal internacional, que luego fue revisado en 19541. A ello
siguió, sin embargo, un período de inactividad como con-
secuencia del contenido de la resolución 1187 (XII) de la
Asamblea General, de 11 de diciembre de 1957, en la que
la Asamblea recomendaba que se aplazase el examen de la
cuestión de la jurisdicción penal internacional «hasta
cuando la Asamblea General [examinase] nuevamente la
cuestión de la definición de la agresión y la cuestión del
proyecto de código de delitos contra la paz y la seguridad
de la humanidad».

5. Trinidad y Tabago reconoce que la propuesta de crea-
ción de una jurisdicción penal internacional figura en el
programa de la Comisión de Derecho Internacional en re-
lación con la elaboración de un código de crímenes contra
la paz y la seguridad de la humanidad.

6. En ejecución de su mandato, la Comisión ha tipifi-
cado y definido con éxito una serie de crímenes que per-
turban la paz y la seguridad internacionales, como la agre-

El Gobierno de Singapur apoya la petición de la Comi-
sión de Derecho Internacional de que se precise que su
mandato consiste también en elaborar el estatuto de una
jurisdicción penal internacional competente para los in-
dividuos. El Gobierno de Singapur opina asimismo que un
código que no estuviese acompañado de unas penas y de
una jurisdicción penal competente sería ineficaz.

1 Proyecto de estatuto preparado por la Comisión de Jurisdicción Pe-
nal Internacional, instituida en virtud de la resolución 489 (V) de la
Asamblea General, de 12 de diciembre de 1950 (Documentos Oficiales
de la Asamblea General, séptimo periodo de sesiones Suplemento N" 11
[A/2136], anexo I), y proyecto de estatuto revisado preparado por la Co-
misión de Jurisdicción Penal Internacional (1953), instituida por la reso-
lución 687 (VII) de la Asamblea General, de 5 de diciembre de 1952 (ibid
noveno periodo de sesiones, Suplemento N° 12 [A/2645], anexo)
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sión, el apartheid, el colonialismo y los crímenes de guerra.
Trinidad y Tabago toma nota de que el Sr. Doudou Thiam,
Relator Especial encargado del tema, ha presentado re-
cientemente el proyecto de artículos sobre el tráfico ilícito
de estupefacientes2, y felicita a la Comisión por la res-
puesta oportuna y positiva que ha dado al examen de este
problema universal.

7. Ahora bien, Trinidad y Tabago cree firmemente que
la elaboración de un código que no vaya acompañado de
unas penas, una jurisdicción competente y un tribunal no
será eficaz. Para que el código sea eficaz es menester esta-
blecer un mecanismo para su aplicación. A este respecto,
Trinidad y Tabago apoya la creación de una jurisdicción
penal internacional competente para los individuos.

8. Los magistrados de ese tribunal han de ser nombrados
por sus cualidades morales, su competencia jurídica y su
posición como representantes de los sistemas jurídicos del
mundo. La jurisdicción de ese tribunal, que necesitará el
apoyo político de los Estados, ha de basarse en su propio
estatuto. El estatuto debe tratar de garantizar la objetivi-
dad e imparcialidad de ese órgano y velar por que el có-
digo de crímenes contra la paz y la seguridad de la huma-
nidad no se preste a interpretaciones diversas. El proyecto
de estatuto debe indicar asimismo los parámetros de la ju-
risdicción del tribunal y, de conformidad con la Carta de

las Naciones Unidas, debe tratar de garantizar el acata-
miento de los principios de la soberanía y la no injerencia
en los asuntos internos de los Estados partes.

9. Trinidad y Tabago acoge con satisfacción el «cuestio-
nario-informe» sobre el estatuto de un tribunal penal in-
ternacional presentado por el Sr. Doudou Thiam en su oc-
tavo informe3, que permitirá a los Estados estudiar las
disposiciones que pueden incluirse en el estatuto de un tri-
bunal penal internacional.

10. Trinidad y Tabago opina firmemente que la comu-
nidad internacional debe atribuir un alto grado de priori-
dad a la útil y fructífera labor de la Comisión sobre la ela-
boración del proyecto de código y a las propuestas
enunciadas en el «cuestionario-informe» relativo al esta-
tuto de un tribunal penal internacional. Las posibles va-
riantes presentadas en este último documento no sólo fa-
cilitarán los trabajos de la Comisión, sino que también
ayudarán a los Estados en su examen de la viabilidad de
la creación de una jurisdicción penal internacional y de sus
ventajas.

11. A este respecto, el Gobierno de Trinidad y Tabago
opina que, para facilitar el estudio más completo posible
de la cuestión de una jurisdicción penal internacional, la
Comisión podría nombrar a tal efecto un relator especial
o un grupo de trabajo.

Véase infra, pág. 37, documento A/CN.4/430 y Add.l, parte II. Véase mfra, pág. 38, documento A/CN.4/430 y Add.l, parte III.


